
 

 
T.S.X.GALICIA CON/AD SEC.1 
A CORUÑA 
 
SENTENCIA: 00451/2016 

 
 
 

PONENTE: D. JOSE RAMON CHAVES GARCIA 
 
RECURSO: RECURSO DE APELACION  Nº 35/2016 
 
 
 
APELANTE: A.A., B.B., C.C. 
,  D.D.,  E.E., 
F.F., G.G., H.H. 
, I.I. 
 
APELADA: CONCELLO DE VIGO 
 
 
 

EN NOMBRE DEL REY 
 

 
La  Sección  001  de  la  Sala  de  lo  Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia ha 
pronunciado la  

 
 

SENTENCIA 
 
 
Ilmos./as. Sres./as. D./Dª 
 
 BENIGNO LOPEZ GONZALEZ.- Pte. 
 JULIO CESAR DIAZ CASALES 
 JOSE RAMON CHAVES GARCIA     
    

 
A  CORUÑA,  a  veintinueve  de  junio  de  dos  mil 

dieciséis. 
 
En el RECURSO DE APELACION Nº 35/2016 pendiente de 

resolución  ante  esta  Sala,  interpuesto  por A.A. 
, B.B., C.C., D.D. 
,  E.E.,  F.F., 
G.G.,  H.H.,  I.I. 
,  representados  por  la  Procuradora  DÑA.  BELEN 
CASAL  BARBEITO,  dirigidos  por  el  letrado  D.  FABIAN  VALERO 
MOLDES, contra la SENTENCIA, de fecha  7 de octubre de 2015 
dictada en el procedimiento abreviado nº 313/2015 por el JDO. 
DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Núm. UNO de los de VIGO sobre 
cuadrante de servicio año 2015. Es parte apelada el CONCELLO 
DE  VIGO,  representado  y  dirigido  por  EL  LETRADO  DE  LOS 
SERVICIOS JURIDICOS DEL CONCELLO DE VIGO. 
 

Juan Lage Fernández-Cervera 

Procurador de los Tribunales 

F/NOTIFICACIÓN:30/06/2016 



Es Ponente el Ilmo. Sr. D. JOSE RAMON CHAVES GARCIA 
 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
PRIMERO.- Se dictó, por el Juzgado de instancia,  la 

resolución referenciada anteriormente, cuya parte dispositiva 
dice: “Que debo desestimar y desestimo el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por D. A.A., D. 
B.B.,  D. C.C.,  D.  D.D.
, D. E.E., D. F.F., 
D.  G.G.,  D.  H.H.  y  D. I.I. 
  frente  al  CONCELLO  DE  VIGO, 
seguido  como  PROCESO  ABREVIADO  número  313/2015  ante  este 
Juzgado, contra el acto administrativo citado en el 
encabezamiento, que declaro adecuado al ordenamiento jurídico. 
No se hace expresa imposición de las costas procesales.” 

 
SEGUNDO.- Notificada la misma, se interpuso recurso 

de apelación que fue tramitado en forma, con el resultado que 
obra en el procedimiento, habiéndose acordado dar traslado de 
las  actuaciones  al  ponente  para  resolver  por  el  turno  que 
corresponda. 
 

 
FUNDAMENTOS JURIDICOS 
 

PRIMERO.- Es objeto de recurso de apelación por D. 
Alberto Freire Estévez y ocho más la sentencia dictada por  el 
Juzgado de lo contencioso-administrativo num.1 de Vigo el 7 de 
Octubre de 2015, por la que se desestimó el recurso 
contencioso-administrativo  interpuesto  por  la  representación 
de D. A.A. y ocho más contra los cuadrantes 
de servicio para el año 2015 de la Policía Local del Concello 
de Vigo, adoptados por el Jefe de la Policía Local el 1 de 
Enero de 2015. 

El recurso de apelación se fundamenta sustancialmente 
en que la adaptación del cuadrante de servicio cuestionada fue 
adoptada mediante decisión del Intendente Jefe y considerando 
el apelante que la decisión es nula de pleno derecho puesto 
que  tal  competencia  corresponde  al  Superintendente,  según 
deriva del art.24.1 de la Ley 4/2007 que reserva a la Escala 
Superior,  que  comprende  al  cargo  de  superintendente,  las 
labores de organización, dirección, coordinación y supervisión 
de las distintas unidades y servicios del cuerpo. Y dado que 
el Intendente solo puede ejerce la responsabilidad “inmediata 
en  la  planificación  y  ejecución  de  los  servicios”  no  sería 
competente para tan importante acuerdo. Se rechazó el amparo 
competencial  del  art.25.2  de  la  Ley  de  Policías  Locales  de 
Galicia  puesto  que  las  funciones  de  la  escala  superior  que 
sean  asumidas  por  el  Intendente  Jefe  deberán  adecuarse  al 
dimensionamiento de la plantilla, por lo que no podría aquél 
tomar decisiones que afectan a una plantilla de 402 miembros. 
Se  adujo  que  la  competencia  correspondería  al  Alcalde  por 
aplicación de los artículos 124.4 j, y 127.1 g, de la Ley de 
Bases  de  Régimen  Local,  ya  que  no  consta  autorización  ni 
nombramiento para que el Intendente adopte tales decisiones. 
Además avala esa hipótesis la guía de funciones del Concello 
de Vigo. Por otra parte se adujo que se adoptó la remodelación 
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del Cuerpo de la Policía Local de Vigo vulnerando el art.37.1 
del EBEP sin respetar la negociación colectiva. 

Por el Concello de Vigo se formuló oposición a la 
apelación  y  se  adujo  tras  exponer  que  existía  desviación 
procesal  por  algún  recurrente  y  que  el  acto  no  sería 
impugnable,  que  no  estamos  ante  competencias  municipales  ni 
atribuciones sino ante funciones de la Jefatura de la Policía 
Local, al amparo de los artículos 27 y 5.3 de la Ley 4/2007 de 
Coordinación de los Policías Locales de Galicia, añadiendo que 
existen  337  puestos  de  agentes  de  policías  locales  que  no 
están singularizados ( se excepciona los adscritos al EVAP, 
Equipo  de  Vixilancia  e  Apoio  Policial).  En  cuanto  a  la 
negociación  colectiva  se  señaló  que  no  cabe  hablar  de 
negociación  entre  el  Jefe  de  la  Policía  y  los  policías 
locales. 

 
SEGUNDO.-  Partiremos  señalando  que  el  recurso  de 

apelación, y la oposición, se centran en reiterar el debate de 
instancia, de manera que a la vista del razonamiento cabal, 
amplio  y  fundado  de  la  sentencia  hemos  de  aceptar  sus 
fundamentos de derecho en su integridad. 

No obstante saldremos al paso de la queja de la parte 
apelante con claridad.  

Por un lado, insiste en el vicio de la nulidad de 
pleno derecho del acuerdo adoptado por el Intendente Jefe y 
subsidiariamente en su anulabilidad. A este respecto 
señalaremos que basta  precisar que estando vacante la plaza 
de Superintendente, en quien pretende el apelante residenciar 
la  competencia,  es  lógico  y  ajustado  a  derecho  que  sus 
competencias o funciones las asuma el órgano jerárquicamente 
inmediato a título de suplencia, tal y como ampara el art.17 
de  la  Ley  30/1992  que  dispone:  “1.  Los  titulares  de  los 
órganos administrativos podrán ser suplidos temporalmente en 
los  supuestos  de  vacante,  ausencia  o  enfermedad.  Si  no  se 
designa suplente, la competencia del órgano administrativo se 
ejercerá por quien designe el órgano administrativo inmediato 
de quien dependa. 2. La suplencia no implicará alteración de 
la competencia.” 

 
Pues  bien,  en  el  presente  caso,  estamos  ante  un 

funcionario  de  la  escala  superior,  con  nombramiento  de 
Intendente  que  desempeña  las  funciones  por  vacante  del 
Superintendente, lo que no solo es congruente con el principio 
de  unidad  y  eficacia  de  la  gestión  sino  que  no  se  ha 
acreditado que la Alcaldía hubiese avocado tal competencia o 
hubiese  desautorizado  al  Intendente,  lo  que  nos  lleva  a 
considerar que estamos ante una tácita aprobación y 
ratificación del ejercicio de la misma por parte del Alcalde 
sobre la decisión del Intendente, lo que disipa todo atisbo de 
nulidad de pleno derecho ni siquiera anulabilidad.  

 
TERCERO.-  En  cuanto  a  la  falta  de  negociación 

colectiva, hemos de descartarlo puesto que el art.37.1. del 
EBEP, que considera lesionado la parte demandante, refiere el 
derecho  a  la  negociación  de  la  materia  del  apartado  m) 
referida a “Calendario laboral, horarios, jornadas…en aquellos 
aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los empleados 
públicos”.  

Con  carácter  general  aceptamos  la  premisa  jurídica 
del  recurso  de  apelación  en  cuanto  al  reconocimiento  del 



derecho  a  la  negociación  colectiva  cuando  se  incide  en  el 
régimen de turnos o condiciones de trabajo, como deriva de la 
STS de 13 de Octubre de 2010 (rec.3043/2007) o la STS de 25 de 
Enero de 2012 (rec. 492/2011), de los que deriva el derecho a 
la negociación colectiva de los sindicatos como una 
manifestación de la libertad sindical considerando el Tribunal 
Supremo que la falta de negociación, cuando sea procedente y 
obligatoria, supone la ausencia de un elemento esencial que 
vicia el procedimiento, y que por ello vicia de nulidad el 
acto y ello por aplicación de lo dispuesto en el art. 62.1.e) 
de la Ley 30/1992 . 

 
Sin  embargo  en  el  presente  caso  concurren  dos 

objeciones. Una de aplicación general sobre los titulares de 
tal derecho de negociación, que como tal es manifestación de 
la libertad sindical y propio de los sindicatos, y no de uno o 
varios  empleados  públicos  que  no  pueden  esgrimir  derechos 
ajenos. Y es que no puede aducirse que un recurso formulado 
por  9  policías  locales  comporte  legitimación  para  defender 
intereses colectivos de los empleados públicos. En esta línea, 
ha de tenerse en cuenta que el art. 19.1.b) LJCA solo recoge 
la  legitimación  a  los  sindicatos  que  resulten  afectados  o 
estén legalmente habilitados para la defensa de los derechos e 
intereses legítimos colectivos y que el art. 7.4 de la LJCA 
establece que por las personas jurídicas comparecerán quienes 
legalmente  les  representen,  así  como  que  el  conjunto  de 
policías  aquí  recurrentes  no  tienen  tampoco  personalidad 
jurídica  propia  o  capacidad  procesal  unitaria,  como  tampoco 
puede ser considerado como un grupo de afectados a los efectos 
previstos  en  nuestra  LJCA,  ya  que,  por  un  lado,  no  son 
titulares del derecho a la negociación colectiva y por otro, 
nuestra Ley Orgánica de Libertad Sindical no se la reconoce, 
al margen de su integración en las estructuras formales de las 
personas jurídicas a las que pertenecen ( art. 18 LJCA ). 
 

CUARTO.- Y otra de aplicación singular en materia de 
fijación  de  cuadrantes  de  la  policía  local  que  constituye 
materia, en los singulares términos y concreto alcance aquí 
debatidos, que no está sometida a preceptiva negociación.  

A  este  respecto  hemos  de  recordar  que  nuestra 
reciente  Sentencia  de  15  de  Junio  de  2016  (rec.56/16),  que 
abordaba  una  situación  singular  de  un  policía  local  de  la 
misma administración frente al mismo cuadrante aquí debatido, 
dedicaba la primera parte del Fundamento de Derecho Quinto a 
la  conveniencia  de  la  negociación  con  los  afectados  de  la 
implantación  del  citado  cuadrante,  si  bien  por  un  lado,  se 
formulaba concluyendo en términos deliberativos (“La 
oscurantista forma en que se realizó…se hubiere evitado con 
una mínima negociación con los afectados”) y por otro lado, 
todo ello con el carácter de obiter dicta y no ratio decidendi 
determinante del fallo, ni vinculante para esta Sala, puesto 
que la propia demanda de aquél litigio invocaba la falta de 
negociación  como  argumento  puramente  dialéctico  y  no  como 
motivo  impugnatorio,  de  forma  congruente  y  cabal  con  la 
titularidad del derecho negocial (afirmando tal demanda:“ No 
obstante en esta derivada colectiva, con clamorosa vulneración 
de un derecho fundamental, la legitimación activa 
correspondería  en  todo  caso  a  las  secciones  sindicales 
correspondientes, debiendo ceñirse esta parte a la defensa de 
los derechos e intereses individuales de nuestro mandante”).  
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Pues  bien,  completando  y  matizando  lo  dicho  en  la 
citada Sentencia de esta misma Sección y Sala de 15 de Junio 
de  2016,  con  la  debida  motivación  que  ahora  exponemos  en 
extenso, compartimos lo afirmado por la STSJ de Aragón en su 
sentencia de 27 de Abril de 2015 (rec.51/2012) “Lo que exige 
la negociación es el calendario laboral mismo, no la 
determinación de las concretas personas que en cada momento 
hayan de trabajar. Esta se halla extramuros del ámbito de la 
negociación que establece el art. 37 L 7/2007 (EBEP ), pues lo 
que  ha  de  ser  objeto  de  negociación,  de  acuerdo  con  el 
apartado "1.m" de dicho artículo es: 

"Las referidas a calendario laboral, horarios, 
jornadas, vacaciones, permisos, movilidad funcional y 
geográfica, así como los criterios generales sobre la 
planificación estratégica de los recursos humanos, en aquellos 
aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los empleados 
públicos" 

Y  esta  cuestión  no  cabida  en  la  excepción  que 
contiene en dicho art. 37 L 7/2007 en el párrafo segundo de su 
apartado 2.a, pues la indicación de la persona en concreto que 
haya  de  prestar  un  servicio  no  tiene  la  repercusión  con 
carácter  general  sobre  las  condiciones  de  trabajo  de  los 
funcionarios públicos que exige dicha norma para someter la 
decisión a una previa negociación con los representantes de 
los trabajadores.” 

E  igualmente  aceptamos  lo  dicho  por  la  STSJ  de 
Valencia  de  26  de  Septiembre  de  2008  (rec.198/2007):  “1ª. 
Porque, en principio, el cuadrante de horarios de la Policía 
Local, es una decisión propia de la potestad de 
autoorganización  justificada  por  la  ineludible  necesidad  de 
prestación del servicio (art. 1 del Decreto 19/2003, de 4 de 
marzo del Gobierno Valenciano). 

2ª. Porque, por ello, su fijación no es materia de 
obligada  negociación  colectiva  (art.  32  del  la  Ley  9/1987) 
sino  de  trámite  de  audiencia  o  informe  de  las  Juntas  de 
Personal y Delegados de Personal ( art. 12.2.c) del Decreto 
19/2003 ).” 

Y ya más concretamente al caso de la fijación de plan 
de horarios y ordenación de efectivos, cuando existe una norma 
que  lo  atribuye  a  una  autoridad  pública,  y  que  mutatis 
mutandis,  resulta  aplicable  al  caso  que  nos  ocupa  donde 
existen preceptos legales que expresamente reconocen la 
potestad  de  organización  de  tal  servicio  a  las  autoridades 
policiales locales, hemos de traer a colación la STS de 31 de 
Mayo de 2011 (rec.1086/2009) cuando afirmó: “La misma suerte 
debe  correr  el  argumento  relativo  a  la  omisión  de  la 
preceptiva negociación, pues, tanto el artículo 34 de la Ley 
9/1987, como el 37.2 del EBEP, de aplicación según resulta de 
su disposición final cuarta , excluyen de la obligatoriedad de 
la  negociación  de  las  decisiones  de  las  Administraciones 
Públicas que afecten a sus potestades de organización, y tal 
carácter  ha  de  atribuirse  a  las  prevenidas  en  el  precepto 
impugnado, en cuanto atribuye a la dirección de la unidad de 
gestión  clínica  la  función  directiva  de  los  profesionales 
adscritos  a  la  misma,  dentro  de  la  cual  le  compete  el 
establecimiento  de  la  organización  y  distribución  de  su 
jornada ordinaria y complementaria para el cumplimiento de los 
objetivos que le son propios y la proposición a la Dirección 
Gerencia  del  distrito  de  atención  primaria  el  número  y  la 
duración  de  los  nombramientos  por  sustituciones,  ausencias, 



licencias  y  permisos  reglamentarios,  incluido  el  plan  de 
vacaciones anuales, y por ello sin repercusión actual en las 
condiciones de trabajo de los funcionarios públicos.” 

Se debe negociar lo que suponen cambios de calendario 
laboral u horarios que afectan a las condiciones de trabajo de 
los  empleados  públicos  pero  no  lo  que  constituyen  meras 
adaptaciones funcionales de plantillas de cuerpos cuya 
dimensión  y  exigencia  de  servicio  público,  como  es  el 
policial, impone la existencia de los cuadrantes como medida 
inherente a la profesión.  Y al igual que la STS de 23 de 
abril  de  2010  (Rec.  1005/2009),  señaló  que  un  reglamento 
dictado  por  la  Administración  pública  competente  en  materia 
organizativa que no varíe el régimen jurídico de los 
funcionarios públicos no obliga a someterlo en su elaboración 
a  la  negociación  colectiva,  tampoco  deberán  someterse  los 
actos  de  aplicación  de  una  potestad  de  fijación  horaria  y 
adaptación de efectivos a necesidades de eficacia y 
eficiencia, que es inherente a la función policial asumida. 
Ello con la salvedad, claro está, de los cambios que afecten a 
puestos singularizados o destinos obtenidos por procedimientos 
objetivos o competitivos, o cuando existan estipulaciones en 
la  Relación  de  Puestos  de  Trabajo,  plantilla  o  instrumento 
equivalente que anuden una condición de trabajo estable a un 
singular destino, todo lo cual no es el caso que afecte a los 
aquí recurrentes. 

En  efecto,  en  el  presente  caso,  pese  a  que  la 
apelación alude a una “remodelación” o “reestructuración”, lo 
cierto  es  que  se  trata  de  una  simple  determinación  de 
“cuadrantes”, esto es, ajustar mediante tablas y listas, las 
necesidades con los efectivos, según días o zonas o demandas 
coyunturales,  pero  sin  que  ello  comporte  una  determinación 
permanente  ni  cambio  sustancial  o  relevante  en  modos  de 
trabajo, ni derecho adquirido alguno a su inmutabilidad. En 
suma,  la  existencia  de  cuadrantes,  su  establecimiento  y 
modificación es una técnica inherente a la ordenación de la 
función  policial  local.  En  suma,  se  trata  de  una  operación 
técnica singular que debe ser asumida por los funcionarios de 
policía  local  por  el  mero  hecho  de  formar  parte  de  la 
plantilla,  y  cuya  adaptación  a  las  necesidades  de  cada 
momento, con flexibilidad al servicio de la eficacia policial, 
resultaría incompatible con una negociación constante de cada 
medida.  De  este  modo,  establecido    y  negociado  el  marco 
horario con carácter general ( lo que no se cuestiona en el 
litigio), la asignación de turnos singulares o reordenación de 
efectivos  policiales  es  una  decisión  fruto  de  la  potestad 
doméstica de organización de los servicios que no precisa ser 
precedida de proceso de negociación colectiva alguno. 

De  ahí,  que  no  resulta  preceptiva  la  negociación 
colectiva para la determinación de tales cuadrantes, de manera 
que  su  control  deberá  venir  de  la  mano  de  los  principios 
generales de motivación, proporcionalidad, igualdad o 
adecuación a la finalidad pública. Y bajo esta perspectiva el 
simple examen de la decisión adoptada revela que se ajusta a 
tales parámetros generales y a los límites de la potestad de 
autoorganización. 

Por todo lo expuesto, asumiendo los razonamientos de 
la  sentencia  apelada,  hemos  de  desestimar  el  recurso  de 
apelación en su integridad. 
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QUINTO.- Se imponen las costas a la parte recurrente, 
con el límite máximo de 1000 euros. 

 
Vistos los preceptos de general aplicación 
 
 
FALLAMOS 
DESESTIMAR EL RECURSO DE DE APELACIÓN INTERPUESTO POR 

D.  A.A.  Y  OCHO  MÁS  CONTRA  LA  SENTENCIA 
DICTADA POR  EL JUZGADO DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO NUM.1 
DE VIGO EL 7 DE OCTUBRE DE 2015, POR LA QUE SE DESESTIMÓ EL 
RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO INTERPUESTO POR LA 
REPRESENTACIÓN DE D.A.A. Y OCHO MÁS CONTRA 
LOS  CUADRANTES  DE  SERVICIO  PARA  EL  AÑO  2015  DE  LA  POLICÍA 
LOCAL  DEL  CONCELLO  DE  VIGO,  ADOPTADOS  POR  EL  JEFE  DE  LA 
POLICÍA LOCAL EL 1 DE ENERO DE 2015. 

SE  IMPONEN  LAS  COSTAS  AL  APELANTE  CON  EL  LÍMITE 
MÁXIMO DE 1000 EUROS 

 
Notifíquese  a  las  partes,  y  entréguese  copia  al 

Ministerio Fiscal, haciéndoles saber que la misma es firme, y 
que contra ella las personas y entidades a que se refiere el 
art.  100  de  la  Ley  29/1998,  de  13  julio,  reguladora  de  la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, podrán interponer el 
recurso de  casación en interés de Ley del artículo citado, 
dentro del plazo de los tres meses siguientes a su 
notificación. Asimismo, podrán interponer contra ella 
cualquier otro recurso que estimen adecuado a la defensa de 
sus intereses. Para admitir a trámite el recurso, al 
interponerse deberá constituirse en la cuenta de depósitos y 
consignaciones  de  este  Tribunal  (1570-0000-85-0035-16),  el 
depósito al que se refiere la Disposición Adicional 
Decimoquinta de la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre (BOE 
núm.  266  de  4/11/09);  y,  en  su  momento,  devuélvase  el 
expediente administrativo a su procedencia, con certificación 
de esta resolución.  

 
Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
PUBLICACION.- La sentencia anterior ha sido leída y 

publicada  el  mismo  día  de  su  fecha,  por  el  Ilmo.  Sr. 
Magistrado  Ponente  D.  JOSE  RAMON  CHAVES  GARCIA  al  estar 
celebrando audiencia pública la Sección 001 de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo  del  Tribunal  Superior  de  Justicia 
de Galicia. Doy fe. A CORUÑA, a veintinueve de junio de dos 
mil dieciséis. 

 
 
 
























